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Bogotá D.C. septiembre 30 de 2026.  

Honorable Representante  
Nicolas Barguil  
Presidente  
Cámara de Representantes  
Bogotá, DC.  

 

Asunto: Proyecto de Ley No. ___ de 2026  

Atendiendo a lo estipulado en los artículos 139 y 140 de la Ley 5 de 1992 presentamos a consideración del 
Congreso de la República el Proyecto de Ley “Por medio de la cual se establecen medidas para prevenir y 
sancionar los incendios provocados, utilizados para la apropiación ilícita del territorio, proteger las 
áreas afectadas, evitar su aprovechamiento ilícito, y se dictan otras disposiciones”. El Proyecto de Ley 
cumple las disposiciones correspondientes a la iniciativa legislativa y demás consagradas en la Constitución y 
la citada Ley.  

Agradezco el trámite legislativo previsto en el artículo 144 de la Ley 5 de 1992.  

 

Cordialmente, 

 

Jaime Ignacio Arizabaleta Fajardo 
Representante a la Cámara 
Centro Democrático  
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Proyecto de Ley No. ___ de 2026 

“Por medio de la cual se establecen medidas para prevenir y sancionar los incendios provocados, 
utilizados para la apropiación ilícita del territorio, proteger las áreas afectadas, evitar su 

aprovechamiento ilícito, y se dictan otras disposiciones”.  

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer medidas para prevenir, investigar y sancionar 
los incendios provocados utilizados como medio para facilitar la apropiación, ocupación, transformación o 
explotación ilícita del territorio, así como prevenir el aprovechamiento ilícito de las áreas afectadas por dichos 
incendios y fortalecer las herramientas penales, patrimoniales, administrativas y de investigación destinadas a 
su prevención, esclarecimiento y atención. 

Artículo 2. Definiciones. Para los efectos de esta ley se entenderá por: 

1. Cobertura vegetal: bosque natural o plantado, páramo, subpáramo, humedal, sabana natural, 
rastrojo, matorral, pastizal, cultivo y demás formaciones vegetales naturales o introducidas. 

2. Incendio de la cobertura vegetal: fuego que se propaga sin control sobre una o más formaciones de 
cobertura vegetal. 

3. Apropiación ilícita del territorio: la ocupación, apropiación, transformación o aprovechamiento de 
un terreno mediante conductas contrarias al ordenamiento jurídico, cuando el incendio sea utilizado 
como medio para facilitar, preparar o consolidar dichas conductas. 

4. Economías ilícitas territoriales: las actividades ilícitas de explotación de recursos naturales, 
ocupación indebida de bienes públicos o baldíos, invasión de áreas de especial importancia ecológica, 
loteo, parcelación, urbanización o construcción ilegal, cultivos de uso ilícito, apertura no autorizada de 
vías, aprovechamiento ilícito de productos forestales y demás actividades económicas cuya realización 
ilícita requiera o se beneficie de la transformación del terreno afectado. 

5. Área afectada por incendio bajo investigación: superficie georreferenciada cuya cobertura vegetal 
haya sido destruida o degradada por un incendio respecto del cual exista una investigación penal por 
las conductas previstas en esta ley o por otros delitos relacionados. 

6. Área afectada por incendio ilícito: superficie respecto de la cual exista decisión judicial ejecutoriada 
que determine que el incendio fue provocado deliberadamente en los términos de esta ley. 

La inclusión de un área en los registros administrativos previstos en esta ley no constituye por sí misma 
declaración de responsabilidad penal ni afecta la presunción de inocencia. 

Artículo 3. Modifíquese el artículo 350 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:  
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El que con peligro común prenda fuego en cosa mueble, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 

Si la conducta se realizare en inmueble o en objeto de interés científico, histórico, cultural, artístico o en bien 
de uso público o de utilidad social, la prisión será de treinta y dos (32) a ciento ochenta (180) meses y multa de 
ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

La pena señalada en el inciso anterior se aumentará hasta en la mitad si la conducta se cometiere en edificio 
habitado o destinado a habitación o en inmueble público o destinado a este uso, o en establecimiento comercial, 
industrial o agrícola, o en terminal de transporte, o en depósito de mercancías, alimentos, o en materias o 
sustancias explosivas, corrosivas, inflamables, asfixiantes, tóxicas, infecciosas o similares, o en bosque natural, 
humedal, sabana natural, recurso florístico o en área de especial importancia ecológica. 

Artículo 4.   Adiciónese el artículo 350A a la Ley 599 de 2000, así: 

Artículo 350A. Incendio para la apropiación ilícita del territorio. 

El que deliberadamente provoque un incendio en cobertura vegetal con el propósito específico consolidar, 
facilitar, preparar, permitir: 

a) La ocupación o apropiación ilícita de un terreno baldío, fiscal, de uso público o ajeno; 

b) La ocupación o transformación ilícita de un área protegida, reserva forestal, páramo, humedal, ronda hídrica 
o territorio de comunidad étnica; 

c) El loteo, parcelación, urbanización o construcción ilegal del terreno afectado; 

d) La explotación ilícita de yacimientos minerales o de materiales de construcción; 

e) La realización de cultivos de uso ilícito; 

f) La apertura no autorizada de vías o infraestructura destinada a facilitar alguna de las actividades anteriores; 
o 

g) El aprovechamiento ilícito de recursos forestales u otros recursos naturales, 

incurrirá en prisión de noventa y seis (96) a ciento cuarenta y cinco (145) meses y multa de quinientos (500) a 
mil (1000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  

Parágrafo. No constituyen este delito las quemas controladas autorizadas por la autoridad ambiental 
competente ni las prácticas tradicionales de agricultura de subsistencia realizadas por comunidades étnicas y 
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campesinas en sus territorios, de conformidad con sus usos y costumbres y con la reglamentación aplicable, 
siempre que no concurran los elementos de este artículo. 

Artículo 5. Adiciónese el artículo 350B a la Ley 599 de 2000, así: 

Artículo 350B. Circunstancias de agravación punitiva. 

Las penas previstas en el artículo 350A se aumentarán de una tercera parte a la mitad cuando: 

1. Con posterioridad al incendio se materialice efectivamente la finalidad de apropiación, ocupación, 
urbanización, explotación o aprovechamiento ilícito que motivó la conducta. 

2. La conducta se cometa en un área del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, reserva forestal, 
páramo, humedal, ronda hídrica, zona de recarga de acuíferos o zona de abastecimiento de 
acueductos. 

3. El incendio afecte una superficie superior a treinta (30) hectáreas. 
4. La conducta sea ejecutada por un grupo armado organizado o grupo delictivo organizado, por encargo 

de estos o en su beneficio. 
5. Se empleen acelerantes o se inicien varios focos de manera simultánea o sucesiva y coordinada. 
6. La conducta se cometa durante la vigencia de una declaratoria de calamidad pública o desastre, o de 

una alerta roja por incendios de la cobertura vegetal emitida por autoridad competente. 
7. Se afecte la prestación de servicios públicos esenciales, fuentes de abastecimiento de agua o 

infraestructura esencial, o se ocasione el desplazamiento de personas. 
8. Intervenga en la conducta un servidor público o un particular que ejerza funciones públicas. 
9. La conducta se realice con el propósito de beneficiar económicamente a un tercero determinado o a 

una organización criminal. 

Artículo 6. Adiciónese el artículo 350C a la Ley 599 de 2000, así: 

Artículo 350C. Aprovechamiento consciente de terreno afectado por incendio ilícito. El que, sin haber 
participado en la provocación del incendio, con conocimiento cierto de su origen ilícito y con la finalidad de 
obtener un beneficio económico o facilitar una actividad ilícita, ocupe, adquiera, lotee, enajene, arriende, 
construya, explote o de cualquier otra forma aproveche económicamente un área afectada por una conducta 
prevista en los artículos 330, 350 o 350A y 350B de este Código, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a 
setenta y dos (72) meses y multa de doscientos cincuenta (250) a quinientos (500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

Artículo 7. Protección temporal de áreas afectadas. Cuando una autoridad competente determine 
técnicamente que un área se encuentra bajo investigación por un incendio presuntamente provocado para la 
apropiación ilícita del territorio, las autoridades administrativas deberán abstenerse de adoptar decisiones que 
tengan por efecto consolidar la transformación ilícita investigada mientras se encuentre vigente la medida 
judicial correspondiente. 

Tratándose de bienes baldíos, fiscales o de uso público, la Agencia Nacional de Tierras y las demás autoridades 
competentes no reconocerán, para efectos de adjudicación, formalización o recuperación, las mejoras 
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establecidas después del incendio cuando se determine judicialmente que fueron realizadas con ocasión de la 
conducta ilícita. 

Las restricciones previstas en este artículo no podrán afectar derechos de terceros de buena fe ni impedir las 
actuaciones indispensables para la atención de emergencias, la seguridad de las personas, la restauración 
ecológica o la protección de bienes jurídicos superiores.  

Artículo 8. Aplicación de la extinción de dominio. Los bienes relacionados directa o indirectamente con las 
conductas previstas en los artículos 350A a 350C del Código Penal estarán sujetos a las causales de extinción 
de dominio establecidas en la Ley 1708 de 2014 cuando se configuren sus presupuestos legales. 

En particular, podrán ser objeto de la acción de extinción de dominio los bienes que: 

1. Hayan sido utilizados como medio o instrumento para la ejecución de la conducta ilícita. 
2. Sean producto directo o indirecto de la actividad ilícita. 
3. Constituyan beneficios, frutos, rentas o ganancias derivados de la actividad ilícita. 
4. Se encuentren destinados a la ejecución de actividades ilícitas relacionadas con la apropiación o 

explotación del terreno afectado. 

La aplicación de estas disposiciones respetará los derechos de los terceros de buena fe exenta de culpa y las 
demás garantías previstas en el Código de Extinción de Dominio. 

Artículo 9. Destinación de bienes y recursos. Los recursos obtenidos por el Estado como consecuencia de 
la administración, enajenación o disposición de bienes vinculados a las conductas previstas en esta ley se 
destinarán de conformidad con el régimen legal aplicable. 

El Gobierno Nacional priorizará, dentro de las apropiaciones presupuestales correspondientes y de acuerdo 
con las reglas fiscales vigentes, recursos para: 

a) La restauración ecológica de áreas afectadas; 

b) El fortalecimiento de los cuerpos de bomberos; 

c) La investigación de incendios provocados; 

d) La prevención de incendios de cobertura vegetal; y 

e) El fortalecimiento de las capacidades de las autoridades ambientales y de gestión del riesgo. 

Artículo 10. Registro Nacional de Áreas Afectadas por Incendios de la Cobertura Vegetal. Créase el 
Registro Nacional de Áreas Afectadas por Incendios de la Cobertura Vegetal, administrado por el Instituto de 
Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales - IDEAM, con participación del Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi - IGAC, la Superintendencia de Notariado y Registro, la Agencia Nacional de Tierras, la Agencia 
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Nacional de Minería, la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres y las autoridades ambientales 
competentes. 

El registro deberá contener, como mínimo: 

1. La localización georreferenciada del área afectada. 
2. La fecha del incendio. 
3. La extensión estimada del área afectada. 
4. La información disponible sobre la causa del incendio. 
5. El estado de la investigación cuando exista actuación administrativa o penal. 
6. La existencia de decisión judicial relacionada con el origen ilícito del incendio. 

La información deberá distinguir entre incendios de causa accidental, natural, indeterminada, bajo investigación 
y aquellos respecto de los cuales exista decisión judicial que determine su carácter ilícito. 

El registro será consultado por las autoridades competentes antes de adoptar decisiones de adjudicación de 
baldíos, formalización de ocupaciones, modificación de uso del suelo, expedición de licencias urbanísticas o 

autorizaciones de aprovechamiento de recursos naturales cuando dichas decisiones puedan recaer sobre el 
área registrada. 

El Gobierno Nacional reglamentará este artículo dentro de los doce (12) meses siguientes a la promulgación 
de la presente ley. 

Artículo 11. Investigación técnica de las causas. Los cuerpos de bomberos, en coordinación con las 
autoridades de policía judicial y las autoridades ambientales competentes, realizarán la investigación técnica 
de las causas de los incendios de cobertura vegetal, de acuerdo con los protocolos técnicos y de preservación 
de evidencia establecidos por las autoridades competentes. 

La investigación podrá comprender, entre otros elementos: 

a) La identificación del área de inicio del incendio; 

b) El análisis de patrones de propagación; 

c) La identificación de múltiples focos; 

d) La detección de sustancias acelerantes cuando sea técnicamente posible; 

e) La información meteorológica y ambiental; 

f) Imágenes satelitales y demás herramientas de teledetección; 

g) La información sobre cambios recientes en el uso o aprovechamiento del suelo; y 
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h) La información necesaria para establecer posibles vínculos entre el incendio y actividades posteriores de 
apropiación o explotación ilícita. 

Los informes técnicos se elaborarán respetando las reglas de preservación de evidencia y cadena de custodia 
cuando estén destinados a una investigación penal. 

Artículo 12. Coordinación para la investigación. La Fiscalía General de la Nación, dentro de sus 
competencias constitucionales y legales y de acuerdo con su disponibilidad presupuestal, fortalecerá las 
capacidades de investigación de los delitos relacionados con incendios provocados para la apropiación ilícita 
del territorio. 

Las entidades que integran el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, las autoridades 
ambientales, las autoridades de policía judicial y las entidades responsables de la administración de tierras 
intercambiarán la información necesaria para prevenir y detectar la transformación ilícita de las áreas afectadas. 

Artículo 13. Protección de terceros de buena fe. Las medidas previstas en esta ley deberán aplicarse de 
manera que no afecten injustificadamente los derechos de terceros que acrediten haber actuado de buena fe y 
sin conocimiento de la actividad ilícita. En particular, la adquisición, tenencia o explotación legítima de un 
inmueble no constituirá por sí misma conducta punible por el solo hecho de que el inmueble haya sido afectado 
previamente por un incendio. 

Las autoridades deberán valorar las circunstancias concretas de cada caso, la información disponible al tercero 
y las medidas de debida diligencia que razonablemente le fueran exigibles. 

Artículo 14. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias. 

 

Del Honorable Congresista, 

 

 

Jaime Ignacio Arizabalta Fajardo 

Representante a la Cámara 

Centro Democrático  
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1. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

INTRODUCCIÓN 

Colombia es un Estado constitucional en el que la protección del ambiente constituye un mandato jurídico 
expreso. Los artículos 8, 79 y 80 de la Constitución Política imponen al Estado y a los particulares el deber de 
proteger las riquezas naturales de la Nación, garantizan el derecho a gozar de un ambiente sano y ordenan al 
Estado prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la 
reparación de los daños causados. La Corte Constitucional en la Sentencia C-367 de 2022, M.P. Natalia Ángel 
Cabo ha reconocido, a partir de estas disposiciones, la existencia de una denominada “Constitución ecológica”, 
dentro de la cual “el ambiente constituye un bien jurídico de especial protección y el Estado dispone de 
potestades de prevención, control y sanción frente a las conductas que lo deterioran”. C-367/22 Corte 
Constitucional de Colombia. 

En este marco se presenta la presente iniciativa legislativa, cuyo propósito parte de una problemática concreta: 
la utilización deliberada del fuego como mecanismo para transformar la cobertura vegetal y facilitar 
posteriormente la ocupación, apropiación, explotación o aprovechamiento ilícito del territorio. La preocupación 
no se limita, por tanto, al daño ambiental producido por las llamas. En determinados contextos, el incendio 
puede constituir un instrumento dentro de una cadena de transformación territorial en la que la destrucción de 
la cobertura vegetal precede a la apertura de vías, establecimiento de cultivos, praderización, explotación de 
recursos naturales, construcción, loteo u otras formas de aprovechamiento económico. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/c-367-22.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/c-367-22.htm
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La dimensión del fenómeno de los incendios hace necesario fortalecer las capacidades estatales de prevención, 
investigación y respuesta. Según la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres - UNGRD, durante 
2024 se registraron 6.293 incendios forestales y más de 216.000 hectáreas afectadas, siendo los incendios 
forestales el evento de emergencia más recurrente reportado durante ese año. El IDEAM, por su parte, mantiene 
un sistema nacional de monitoreo de incendios de la cobertura vegetal y utiliza información satelital, entre otras 
fuentes, para identificar y analizar estos eventos.  

La magnitud de la transformación ambiental asociada al fuego también puede observarse mediante las 
cicatrices de quema. El Ministerio de Ambiente reportó que en 2024 se “identificaron 318.036 hectáreas de 
cicatrices de quema, de las cuales 50.490 hectáreas correspondieron a bosque y 5.520 a vegetación 
secundaria; para 2025, con corte a noviembre, se registraron 252.827 hectáreas de cicatrices de quema, 
incluidas 28.453 hectáreas en bosque. El mismo informe advierte que la persistencia del fuego sobre coberturas 
naturales evidencia procesos de transformación y degradación territorial. (Informe de Gestión Institucional del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible)  

A estas cifras se suma la magnitud de la deforestación. El IDEAM reportó que durante 2024 fueron deforestadas 
113.608 hectáreas de bosque natural, frente a 79.256 hectáreas en 2023. El monitoreo oficial identifica, entre 
las causas directas de transformación del bosque, fenómenos como la praderización orientada al 
acaparamiento de tierras, prácticas no sostenibles de ganadería extensiva, infraestructura de transporte no 
planificada, cultivos de uso ilícito, extracción ilícita de minerales, tala ilegal y ampliación de la frontera agrícola.  
(Monitoreo de la superficie de bosque y la deforestación en Colombia) 

Estas cifras no permiten concluir que todos los incendios sean provocados ni que toda quema tenga una 
finalidad criminal. El propio sistema estatal de monitoreo diferencia las causas y reconoce la existencia de 
fenómenos naturales, accidentales y antrópicos. La finalidad de esta iniciativa es precisamente evitar 
generalizaciones: no se pretende criminalizar el incendio de cobertura vegetal como fenómeno, sino establecer 
una respuesta específica cuando pueda demostrarse que el fuego fue provocado deliberadamente con una 
finalidad ilícita de transformación o aprovechamiento territorial. Esta distinción resulta esencial para preservar 
la presunción de inocencia, el principio de culpabilidad y las demás garantías constitucionales. 

La necesidad de la intervención legislativa encuentra respaldo, además, en antecedentes oficiales que 
relacionan la utilización del fuego con procesos de transformación territorial. El Ministerio de Ambiente ha 
identificado entre las causas de la deforestación la quema de grandes extensiones de bosque como actividad 
preliminar a procesos de apropiación ilegal de tierras. En igual sentido, documentos recientes de análisis 
territorial sobre la Amazonía colombiana identifican la concurrencia de acaparamiento de tierras, deforestación, 
expansión ganadera, cultivos ilícitos y quemas dentro de determinadas dinámicas de transformación territorial. 

El ordenamiento jurídico colombiano ya cuenta con herramientas importantes para enfrentar parte de este 
fenómeno. La Ley 2111 de 2021 fortaleció el régimen de delitos contra los recursos naturales y el medio 
ambiente. El artículo 330 del Código Penal sanciona a quien, sin permiso o incumpliendo la normatividad, tale, 
queme, corte, arranque o destruya una hectárea o más de bosque natural, y contempla un incremento de pena 
cuando la conducta se realiza para acaparamiento de tierras, cultivos de uso ilícito o construcción de 
infraestructura ilegal. A su vez, el artículo 330A sanciona a quien promueva, financie, dirija, facilite, suministre 
medios, aproveche económicamente u obtenga beneficios de esas actividades, incluyendo agravaciones 
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cuando estén vinculadas con acaparamiento de tierras, cultivos ilícitos, explotación ilícita de minerales o 
infraestructura ilegal.  

Precisamente por la existencia de este régimen, la iniciativa no pretende desconocer ni reemplazar las 
herramientas creadas por la Ley 2111 de 2021. Su propósito consiste en complementarlas mediante una 
respuesta dirigida a la utilización del incendio como instrumento de apropiación o transformación ilícita del 
territorio, incluso en aquellos escenarios en los que la cobertura afectada no encaje completamente en el ámbito 
material del delito de deforestación o en los que resulte necesario perseguir la cadena posterior de ocupación 
y aprovechamiento. 

Esta diferenciación resulta jurídicamente relevante. El artículo 350 del Código Penal regula actualmente el delito 
de incendio dentro de los delitos de peligro común y contempla agravaciones cuando la conducta afecta, entre 
otros, bosques, recursos florísticos o áreas de especial importancia ecológica. Sin embargo, la lógica de esa 
disposición está centrada en el peligro común generado por el fuego, mientras que los delitos ambientales 
introducidos por la Ley 2111 se concentran en conductas específicas de afectación de los recursos naturales, 
por lo anterior, el proyecto busca atender una hipótesis distinta y acumulativa y es, cuando el incendio es 
deliberadamente utilizado como medio para conseguir una transformación territorial ilícita posterior. 

La Corte Constitucional, en la Sentencia C-367 de 2022, M.P. Natalia Ángel Cabo, reconoció la especial 
protección constitucional del ambiente y avaló, bajo determinadas condiciones, la utilización de instrumentos 
penales para su protección. La Corte también precisó que los tipos penales ambientales que recurren a 
remisiones normativas deben respetar los principios de legalidad y taxatividad, y condicionó la 
constitucionalidad de determinadas normas de la Ley 2111 de 2021 a que las remisiones administrativas 
provengan de autoridades del Sistema Nacional Ambiental con competencia regulatoria y sean precisas, 
previas, generales y públicas. Estos criterios resultan relevantes para la presente iniciativa, que procura definir 

directamente en la ley el comportamiento sancionado, su finalidad específica y las circunstancias que pueden 
agravar la conducta. 

La propuesta también responde a una necesidad preventiva. Cuando un terreno ha sido afectado por un 
incendio presuntamente provocado con una finalidad ilícita, el riesgo no necesariamente termina con la extinción 
del fuego. La transformación posterior mediante construcciones, vías, cultivos, cercamientos, actividades 
extractivas o negocios jurídicos puede consolidar material y económicamente el resultado que se pretendía 
alcanzar mediante el incendio. Por ello, la protección temporal de las áreas investigadas y la creación de 
mecanismos de información georreferenciada buscan impedir que la transformación territorial se consolide 
mientras las autoridades determinan el origen y finalidad del incendio. Esta aproximación preventiva resulta 
coherente con el mandato constitucional de prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental previsto en 
el artículo 80 de la Constitución. 

En este punto adquiere especial importancia la articulación institucional. Colombia ya cuenta con sistemas de 
monitoreo ambiental, información catastral, información registral, mecanismos de administración de tierras y 
capacidades de investigación penal. El IDEAM, mediante su Sistema de Monitoreo de Bosques y Carbono, 
genera información oficial sobre la superficie de bosque, la deforestación y las principales causas directas de 
transformación. Además, el Instituto ha desarrollado herramientas de información territorial y recientemente 
puso en funcionamiento un Registro Nacional de Zonas Deforestadas orientado a facilitar la articulación 
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institucional, la prevención, el control, la judicialización y la restauración. El proyecto aprovecha esta 
infraestructura institucional para avanzar hacia una trazabilidad específica de las áreas afectadas por incendios 
y sus transformaciones posteriores. 

La dimensión patrimonial de la iniciativa responde a una segunda necesidad: evitar que los beneficios 
económicos derivados de la transformación ilícita permanezcan o se consoliden en el patrimonio de quienes 
participan en ella. La Ley 1708 de 2014 establece que pueden ser objeto de extinción de dominio los bienes 
producto directo o indirecto de una actividad ilícita, los que hayan sido utilizados como medio o instrumento 
para ejecutarla, los destinados a actividades ilícitas y los ingresos, rentas, frutos, ganancias y demás beneficios 
derivados de esos bienes. La misma legislación protege la propiedad lícitamente obtenida de buena fe exenta 
de culpa. También, la Corte Constitucional en la Sentencia C – 367 de 2022 MP Natalia Ángel Cabo, ha reiterado 
que “la protección de terceros de buena fe exenta de culpa constituye un límite relevante a la acción de extinción 
de dominio”. Sentencia C-367/22 Corte Constitucional de Colombia. 

La iniciativa, por consiguiente, no establece que todo propietario, poseedor o adquirente de un terreno afectado 
por un incendio deba ser considerado responsable. Por el contrario, exige conocimiento y finalidad ilícita para 
la conducta de aprovechamiento posterior y reconoce expresamente la protección de los terceros que hayan 
actuado legítimamente. Esta salvaguarda resulta consistente con la jurisprudencia constitucional que ha 
señalado que, en materia de extinción de dominio, el Estado debe respetar los derechos de los terceros de 
buena fe exenta de culpa.  

La viabilidad constitucional del proyecto se fundamenta, entonces, en la concurrencia de varios mandatos 
superiores: la obligación estatal de proteger el ambiente y prevenir su deterioro, la potestad del legislador para 
establecer delitos y sanciones dentro de los límites constitucionales, la función ecológica de la propiedad, la 
protección del patrimonio público y ambiental y la obligación de garantizar los derechos fundamentales de 
quienes puedan verse afectados por las medidas. La propuesta, además, se articula con instituciones jurídicas 
ya existentes delitos ambientales, extinción de dominio, sistemas de información territorial y mecanismos de 
gestión del riesgo en lugar de sustituirlas. 

Desde el punto de vista institucional, las medidas propuestas pueden desarrollarse mediante la coordinación 
de entidades que ya ejercen competencias en la materia: IDEAM, autoridades ambientales, cuerpos de 
bomberos, Fiscalía General de la Nación, autoridades de policía judicial, Agencia Nacional de Tierras, IGAC, 
Superintendencia de Notariado y Registro, Agencia Nacional de Minería y Unidad Nacional para la Gestión del 
Riesgo de Desastres. La propia Ley 2111 de 2021 fortaleció las capacidades de investigación de la Fiscalía en 
materia ambiental y creó mecanismos de apoyo territorial e interdisciplinario para la persecución de estos 
delitos. C-367/22 Corte Constitucional de Colombia. 

Es menester acotar que, la existencia del delito de deforestación previsto en el artículo 330 del Código Penal, 
modificado por la Ley 2111 de 2021, no elimina la necesidad de la presente iniciativa, pues dicho tipo penal y 
el propuesto artículo 350A protegen dimensiones distintas del fenómeno. Mientras el artículo 330 se estructura 
principalmente sobre la destrucción de una hectárea o más de bosque natural, la presente propuesta busca 
sancionar una conducta de mayor alcance: la utilización deliberada y finalísticamente orientada del fuego como 
instrumento para facilitar, preparar o consolidar procesos de apropiación, ocupación, transformación o 
explotación ilícita del territorio. Esta distinción resulta relevante porque el incendio puede recaer sobre 
coberturas vegetales que no necesariamente configuren jurídicamente “bosque natural” y, aun así, ser utilizado 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/c-367-22.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/c-367-22.htm
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como mecanismo para habilitar posteriormente actividades como el acaparamiento de tierras, la ocupación de 
baldíos, el loteo o urbanización ilegal, la explotación ilícita de recursos naturales, la apertura de vías 
clandestinas o la expansión de economías ilícitas. En ese sentido, la iniciativa no pretende penalizar 
nuevamente la deforestación ni sancionar el incendio por el solo hecho de producirse, sino atender 
específicamente el uso del fuego como medio de ejecución de una estrategia ilícita de transformación y 
aprovechamiento del territorio, complementando así la protección penal ambiental existente. 

La necesidad de esta regulación se encuentra, además, en la posibilidad de establecer un tipo penal con 
elementos claramente definidos que permitan diferenciar las conductas legítimas, accidentales o no vinculadas 
con actividades ilícitas de aquellas que constituyen una verdadera estrategia de apropiación territorial. La 
exigencia de que el autor actúe deliberadamente y con el propósito específico de alcanzar alguna de las 
finalidades ilícitas expresamente señaladas permite delimitar el ámbito de aplicación de la norma y preservar 
los principios de legalidad, taxatividad y culpabilidad consagrados en el artículo 29 de la Constitución 

Por estas razones, el proyecto de ley responde a una necesidad jurídica, ambiental e institucional concreta. 
Colombia enfrenta una magnitud considerable de incendios y continúa registrando procesos de deforestación y 
transformación de sus ecosistemas; al mismo tiempo, el propio Estado ha identificado dinámicas en las que la 
quema puede preceder procesos de apropiación ilegal de tierras. Frente a ello, resulta necesario que el 
ordenamiento jurídico pueda identificar no solamente el daño ambiental producido por el fuego, sino también 
su eventual utilización como instrumento dentro de una estrategia de apropiación o explotación ilícita del 
territorio. 

El propósito final no es criminalizar los incendios de cobertura vegetal como fenómeno general, sino fortalecer 
la capacidad del Estado para actuar frente a aquellos casos en los que el fuego sea utilizado deliberadamente 
como instrumento para apropiarse, ocupar, transformar o explotar ilícitamente el territorio colombiano. En 
atención a la magnitud del fenómeno, al marco constitucional de protección ambiental, a la evolución del 
derecho penal ambiental colombiano y a las herramientas institucionales actualmente disponibles, se considera 
jurídicamente necesaria y constitucionalmente viable la adopción de las medidas propuestas 

La presente iniciativa busca, en consecuencia, cerrar un espacio de articulación entre la protección ambiental, 
la persecución penal, la administración de tierras, la investigación técnica y la persecución de los beneficios 
económicos derivados de la transformación ilícita del territorio, sin desconocer la presunción de inocencia, la 
legalidad penal, la protección de terceros de buena fe ni las prácticas legítimas de las comunidades. 

2. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY 

La presente ley tiene por objeto establecer medidas para prevenir, investigar y sancionar los incendios 

provocados utilizados como medio para facilitar la apropiación, ocupación, transformación o explotación ilícita 

del territorio, así como prevenir el aprovechamiento ilícito de las áreas afectadas por dichos incendios y 

fortalecer las herramientas penales, patrimoniales, administrativas y de investigación destinadas a su 

prevención, esclarecimiento y atención. 

3. ANÁLISIS DE CONVENIENCIA 
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La presente iniciativa resulta conveniente para el ordenamiento jurídico colombiano en atención a la necesidad 
de fortalecer la respuesta estatal frente a una modalidad de afectación territorial en la que el incendio de la 
cobertura vegetal puede ser utilizado deliberadamente como instrumento para facilitar la ocupación, 
apropiación, transformación o explotación ilícita de un determinado terreno. La conveniencia del proyecto no 
deriva de considerar ilícito todo incendio de cobertura vegetal, sino de reconocer que, en determinados 
contextos, el fuego puede constituir una conducta instrumental dentro de una cadena de aprovechamiento ilegal 
del territorio y de los recursos naturales. 

La dimensión del problema justifica el fortalecimiento de las herramientas existentes. La Unidad Nacional para 
la Gestión del Riesgo de Desastres reportó que durante 2024 se presentaron 6.293 incendios forestales y más 
de 216.000 hectáreas afectadas en Colombia, convirtiendo a los incendios forestales en el evento de 
emergencia más recurrente de ese año. Estas cifras corresponden al universo general de incendios y, por sí 
mismas, no permiten atribuirles una finalidad delictiva. Sin embargo, evidencian la magnitud de un fenómeno 
frente al cual resulta razonable fortalecer los mecanismos técnicos de identificación de causas, investigación y 
seguimiento territorial. 

La conveniencia de la iniciativa se encuentra, además, en la necesidad de conectar fenómenos que actualmente 
pueden ser analizados de manera fragmentada: el incendio, la afectación ambiental, la modificación del uso del 
suelo, la ocupación o explotación posterior y el eventual beneficio económico derivado de dicha transformación. 
El ordenamiento penal ya sanciona conductas relacionadas con la deforestación, el aprovechamiento ilícito de 
recursos naturales y la explotación ilícita de yacimientos, entre otras, pero el proyecto pretende establecer 
herramientas específicas para aquellos casos en los cuales pueda acreditarse que el incendio fue utilizado 
deliberadamente como medio para facilitar una finalidad territorial ilícita. La Ley 2111 de 2021, por ejemplo, 
incorporó al Código Penal el delito de deforestación, que comprende la quema de una hectárea o más de 
bosque natural y contempla circunstancias relacionadas con el acaparamiento de tierras, los cultivos de uso 
ilícito y la infraestructura ilegal.  

En este sentido, la iniciativa no parte de la inexistencia absoluta de instrumentos jurídicos, sino de la necesidad 
de complementarlos y articularlos. La conducta propuesta se diferencia por la finalidad específica que vincula 
el incendio con la apropiación, ocupación, transformación o explotación ilícita del territorio. Esta delimitación 
permite concentrar la intervención penal en comportamientos que presentan un mayor grado de lesividad y evita 
equiparar los incendios accidentales, naturales o legítimamente autorizados con aquellos provocados 
deliberadamente para obtener un beneficio ilícito. 

La conveniencia también es preventiva. Una vez producido un incendio, la posterior ocupación, construcción, 
apertura de vías, establecimiento de cultivos o explotación económica puede contribuir a consolidar 
materialmente la transformación del terreno. Por ello, resulta conveniente que las autoridades puedan disponer 
de información georreferenciada y mecanismos de coordinación que permitan identificar la situación jurídica y 
ambiental de las áreas afectadas antes de adoptar decisiones administrativas que puedan consolidar una 
transformación ilícita. Esta finalidad es compatible con el modelo de gestión del riesgo establecido por la Ley 
1523 de 2012, que concibe la gestión del riesgo como un proceso orientado al conocimiento y reducción del 
riesgo y al manejo de desastres, y exige la articulación de información y competencias entre las entidades 
públicas y territoriales.  
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La iniciativa resulta igualmente conveniente desde una perspectiva institucional, porque no exige la creación de 
una estructura administrativa completamente nueva para atender el fenómeno. El proyecto articula capacidades 
que ya existen en entidades como el IDEAM, las autoridades ambientales, los cuerpos de bomberos, la Fiscalía 
General de la Nación, la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, la Agencia Nacional de 
Tierras, el IGAC y la Superintendencia de Notariado y Registro. La Ley 1523 de 2012 ya contempla un Sistema 
Nacional de Información para la Gestión del Riesgo destinado a integrar información de entidades nacionales y 
territoriales, mientras que el régimen ambiental y el Sistema Nacional Ambiental cuentan con mecanismos 
propios de información, seguimiento y control. 

También resulta conveniente incorporar una perspectiva patrimonial. La transformación ilícita del territorio 
puede generar beneficios económicos que trascienden la conducta inicial y que posteriormente pueden 
incorporarse a circuitos económicos lícitos. El Código de Extinción de Dominio permite perseguir bienes que 
sean producto directo o indirecto de una actividad ilícita, que hayan sido utilizados como instrumento para su 
ejecución, que estén destinados a actividades ilícitas o que constituyan ingresos, rentas, frutos, ganancias u 
otros beneficios derivados de dichos bienes. La iniciativa, por tanto, permite fortalecer la articulación entre la 
persecución penal de la conducta y la persecución de los beneficios patrimoniales que puedan derivarse de 
ella, manteniendo las garantías de los terceros de buena fe exenta de culpa reconocidas por el régimen de 
extinción de dominio. 

La conveniencia ambiental del proyecto también se relaciona con la protección reforzada de ecosistemas 
estratégicos. La Ley 99 de 1993 establece como principios de la política ambiental la protección prioritaria de 
la biodiversidad y la protección especial de páramos, subpáramos, nacimientos de agua y zonas de recarga de 
acuíferos. De igual manera, Colombia aprobó el Convenio sobre la Diversidad Biológica mediante la Ley 165 
de 1994, cuyos objetivos incluyen la conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus 
componentes. La protección especial de los humedales encuentra además respaldo en la Convención Ramsar, 
aprobada mediante la Ley 357 de 1997, que compromete al Estado con su conservación y uso racional.  

Desde el punto de vista constitucional, la conveniencia de la iniciativa se explica por la obligación estatal de 
prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental. La jurisprudencia constitucional ha reconocido que la 

Constitución de 1991 configuró un modelo de especial protección del ambiente, que comprende el deber de 
proteger las riquezas naturales, garantizar el ambiente sano, conservar las áreas de especial importancia 
ecológica y planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales. La Corte también ha reconocido 
que la protección ambiental puede justificar el ejercicio del poder punitivo del Estado, siempre que se respeten 
los principios constitucionales que rigen el derecho penal.  

Finalmente, la conveniencia del proyecto radica en que busca una respuesta integral y no exclusivamente 
represiva. La iniciativa combina prevención, investigación técnica, coordinación institucional, protección 
temporal de las áreas investigadas, persecución penal y mecanismos patrimoniales. Con ello se pretende evitar 
que el Estado intervenga únicamente después de que el daño ambiental y la transformación territorial se hayan 
consolidado, fortaleciendo una actuación anticipada y coordinada sin desconocer la presunción de inocencia, 
el debido proceso, la propiedad legítimamente adquirida y los derechos de terceros de buena fe. 

En consecuencia, la iniciativa resulta conveniente porque complementa el régimen ambiental y penal vigente, 
fortalece la capacidad institucional para identificar la finalidad de los incendios, protege áreas ambientalmente 
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sensibles y busca impedir que una conducta de destrucción de la cobertura vegetal sea utilizada como 
mecanismo para consolidar posteriormente una apropiación o explotación ilícita del territorio. 

3.1 Hechos de Incendios de cobertura vegetal y su utilización como mecanismo de transformación ilícita 
del territorio 

Los incendios de cobertura vegetal constituyen una problemática de significativa dimensión territorial, ambiental 
y social en Colombia. Durante 2026, el país ha registrado un número considerable de incendios forestales que 
han afectado cientos de municipios y miles de hectáreas de cobertura vegetal, en un contexto marcado por 
altas temperaturas, déficit de precipitaciones y condiciones favorables para la propagación del fuego. 

• De acuerdo con la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres – UNGRD, entre el 16 de 
junio y el 6 de agosto de 2026 se registraron 438 incendios forestales en 191 municipios de 19 
departamentos, con una afectación aproximada de 7.153 hectáreas de cobertura vegetal. Estos 
eventos dejaron, además, 11 personas heridas, 17 personas afectadas y cuatro familias damnificadas.    
Fuente:https://portal.gestiondelriesgo.gov.co/Paginas/Noticias/2026/Incendios-forestales-en-
Colombia-el-SNGRD-actua-en-el-marco-del-Decreto-de-Desastre-Nacional.aspx?utm_source 
 

• El 24 de agosto de 2026, medios nacionales reportaron un video en el que aparentemente una persona 
inicia fuego en una zona rural de Jamundí, específicamente en sectores de Bosques de Potrerito y 
Reserva del Río Claro. La denuncia de la comunidad señalaba que los incendios podrían estar siendo 
provocados con el propósito de facilitar posteriormente la invasión u ocupación ilegal de terrenos. El 
incendio habría afectado entre 10 y 13 hectáreas de bosque y material vegetal liviano.  
Fuente: Video denuncia presunta provocación de incendio en zona rural de Jamundí 
 

• El 25 de agosto de 2026, Caracol Radio informó sobre un incendio forestal en la vereda Las Vegas, 
en límites entre Gachantivá y Villa de Leyva. La noticia señala expresamente que el incendio “habría 
sido provocado”. Para ese momento, Gestión del Riesgo de Boyacá había informado que el incendio 
estaba controlado aproximadamente en un 85 %.  
Fuente: https://caracol.com.co/2026/08/25/incendio-forestal-entre-gachantiva-y-villa-de-leyva-habria-
sido-provocado/?utm_source 
 

4. MARCO JURÍDICO 

4.1 Constitución Política de Colombia 

• Artículo 1. Establece que Colombia es un Estado Social de Derecho fundado, entre otros elementos, 
en la prevalencia del interés general. Este principio resulta relevante frente a la protección colectiva 
del ambiente y de los recursos naturales. 

• Artículo 2. Establece como fines esenciales del Estado servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes constitucionales, así como 
proteger a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes, creencias y demás 
derechos y libertades. 

https://portal.gestiondelriesgo.gov.co/Paginas/Noticias/2026/Incendios-forestales-en-Colombia-el-SNGRD-actua-en-el-marco-del-Decreto-de-Desastre-Nacional.aspx?utm_source
https://portal.gestiondelriesgo.gov.co/Paginas/Noticias/2026/Incendios-forestales-en-Colombia-el-SNGRD-actua-en-el-marco-del-Decreto-de-Desastre-Nacional.aspx?utm_source
https://www.eluniversal.com.co/colombia/2026/08/24/video-denuncia-presunta-provocacion-de-incendio-en-zona-rural-de-jamundi/?utm_source
https://caracol.com.co/2026/08/25/incendio-forestal-entre-gachantiva-y-villa-de-leyva-habria-sido-provocado/?utm_source
https://caracol.com.co/2026/08/25/incendio-forestal-entre-gachantiva-y-villa-de-leyva-habria-sido-provocado/?utm_source
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• Artículo 8. Impone al Estado y a las personas la obligación de proteger las riquezas culturales y 
naturales de la Nación. Constituye uno de los fundamentos directos de la intervención estatal frente a 
la destrucción deliberada de la cobertura vegetal y los ecosistemas.  

• Artículo 29. Consagra el debido proceso, la presunción de inocencia, el principio de legalidad y el 
derecho de defensa. Estas garantías resultan particularmente relevantes para la creación de nuevos 
tipos penales y para las medidas administrativas y patrimoniales previstas en el proyecto. 

• Artículo 58. Reconoce la propiedad privada y establece que a esta le es inherente una función social 
y ecológica. Este mandato permite al legislador establecer límites al ejercicio de la propiedad cuando 
resulte necesario para proteger el ambiente y los recursos naturales. 

• Artículo 63. Establece el carácter inalienable, imprescriptible e inembargable de los bienes de uso 
público, parques naturales, tierras comunales de grupos étnicos, tierras de resguardo y demás bienes 
determinados por la Constitución y la ley. 

• Artículo 79. Reconoce el derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano y establece el 
deber estatal de proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial 
importancia ecológica y fomentar la educación ambiental.  

• Artículo 80. Ordena al Estado planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales para 
garantizar su desarrollo sostenible, conservación, restauración o sustitución y prevenir y controlar los 
factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños 
causados.  

• Artículo 95, numeral 8. Establece el deber de toda persona de proteger los recursos culturales y 
naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano. 

• Artículo 150. Consagra las competencias generales del Congreso de la República para expedir las 
leyes, dentro de las cuales se encuentra la regulación de las materias objeto de esta iniciativa. 

• Artículo 154. Regula la iniciativa legislativa y determina las materias que requieren iniciativa 
gubernamental, aspecto relevante para establecer la viabilidad formal del proyecto. 
 

4.2 Tratados Internacionales 

• Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional – Convención Ramsar – Ley 
357 de 1997. La Convención establece obligaciones para Colombia orientadas a la conservación y al 
uso racional de los humedales, así como a la adopción de medidas para conocer y atender 
oportunamente las modificaciones de sus condiciones ecológicas derivadas de intervenciones 
humanas. En particular, sus artículos 3 y 4 establecen compromisos relacionados con la conservación, 
gestión, custodia y protección de estos ecosistemas. Estas obligaciones guardan relación directa con 
las disposiciones del proyecto de ley que establecen medidas especiales frente a incendios 
provocados que afecten humedales y otras áreas de especial importancia ecológica, así como con las 
medidas de investigación, protección temporal y restauración de las áreas afectadas. 
 

4.3 Jurisprudencia 

• Sentencia C-367 de 2022, Corte Constitucional: Esta decisión constituye un precedente relevante 

para la presente iniciativa, toda vez que la Corte examinó la constitucionalidad de varios de los delitos 

ambientales incorporados al Código Penal por la Ley 2111 de 2021, entre ellos el delito de 

deforestación previsto en el artículo 330. La Corte sostuvo que la protección del medio ambiente y de 

los recursos naturales constituye un deber constitucional del Estado que comprende, entre otras 

dimensiones, la prevención, mitigación, reparación y sanción de las conductas que los afectan. 
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Asimismo, precisó que el legislador puede acudir al derecho penal como instrumento de protección 

ambiental, siempre que respete los principios de legalidad, tipicidad y taxatividad previstos en el 

artículo 29 de la Constitución. En particular, la Corte señaló que la descripción de un tipo penal debe 

permitir establecer de manera clara los sujetos, verbos rectores, elementos objetivos y subjetivos, 

circunstancias y consecuencias jurídicas de la conducta, de forma que sea posible distinguir el 

comportamiento lícito del ilícito. 

 

5. CONFLICTO DE INTERÉS 

Se advierte que el presente Proyecto de Ley es de carácter general, sin embargo, en cumplimiento de la Ley 

2003 de 2019, se hace la salvedad de que corresponde a la esfera privada de cada uno de los congresistas el 

examen del contenido de la presente iniciativa legislativa, y de otros elementos que puedan derivarse o 

entenderse como generadores de conflicto de interés contemplados en el artículo 286 de la Ley 5 de 1992. Por 

lo anterior, lo aquí advertido no exonera a cada uno de los congresistas de examinar minuciosamente posibles 

conflictos de interés para conocer y votar este proyecto, y en caso de existir algún conflicto, su responsabilidad 

de manifestarlo al Congreso de la República, durante el trámite del mismo. 

 

Del Honorable Congresista, 

 

Jaime Ignacio Arizabaleta Fajardo 
Representante a la Cámara 
Centro Democrático  
 

 


